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I) NOVEDADES NORMATIVAS

En esta sesión del presente seminario, hay algunas novedades normativas, estatales y autonómicas, que merecen ser destacadas en el ámbito de los aspectos financieros y presupuestarios desde la fecha de presentación del anterior informe. Se ha tomado como referencia el BOE y el BOA hasta los respectivos números de los días 12 de mayo de 2018 y, en general, cualquier texto con rango legal publicado hasta esa fecha.

1. Estado

Real Decreto 128/2018, de 16 de marzo, por el que se regula el régimen jurídico de los funcionarios de Administración Local con habilitación de carácter nacional.
BOE 17 marzo 2018, núm. 67
La LBRL, ha consagrado como funciones necesarias en todas las Corporaciones Locales y, reservadas a funcionarios de Administración Local con habilitación de carácter nacional, las funciones de secretaría, comprensiva de la fe pública y el asesoramiento legal preceptivo y, de control y fiscalización interna de la gestión económico-financiera y presupuestaria, y contabilidad, tesorería y recaudación. El artículo 92 bis de la LBRL prevé el desarrollo reglamentario de las especialidades correspondientes a estos funcionarios en relación con la selección, formación y habilitación, creación, clasificación, supresión y provisión de puestos reservados, así como las que afecten a su régimen disciplinario y situaciones administrativas.

Hay una serie de cuestiones relativas a la selección, formación y habilitación de estos funcionarios, así como la asignación de un primer destino, que no nos corresponden abordar.

Pero ha de advertirse que el Decreto, asimismo, pretende reforzar y clarificar las funciones reservadas a los funcionarios de Administración Local con habilitación de carácter nacional, al entender que son básicas para el funcionamiento de las Corporaciones Locales, especialmente la función interventora, para lograr un control económico-presupuestario más riguroso, en el marco del desarrollo del artículo 213 del TRLHL, lo que, según la exposición de motivos “contribuirá a mejorar la toma de decisiones por los cargos electos en el ejercicio del mandato representativo que tienen encomendado constitucionalmente. Garantizar una mayor profesionalidad y eficacia en el ejercicio de las funciones reservadas. Permitir una gestión más eficaz y homogénea de este colectivo en todo el territorio nacional, dada la importancia de las funciones que desempeñan en las Corporaciones Locales, y su repercusión en el interés general.”
El título I del Decreto es el que más nos interesa. Se ocupa de la delimitación de las funciones necesarias y puestos reservados a la escala de funcionarios de Administración Local con habilitación de carácter nacional. Efectúa la descripción y señalamiento de las funciones necesarias y puestos reservados en todas las Corporaciones Locales estableciendo, respecto de las primeras, las funciones de secretaría; control y fiscalización interna de la gestión económico-financiera y presupuestaria, así como la función de contabilidad y las de tesorería y recaudación. Con relación a los puestos reservados a estos funcionarios, incluye los de secretaría, intervención, tesorería y puestos de colaboración con los anteriores.

Real Decreto-ley 1/2018, de 23 de marzo, por el que se prorroga para 2018 el destino del superávit de las corporaciones locales para inversiones financieramente sostenibles y se modifica el ámbito objetivo de éstas

BOE 24 marzo 2018, núm. 73

El artículo 12 de la  LOEPSF, regula la regla de gasto aplicable a la Administración Central, a las Comunidades Autónomas y a las Corporaciones Locales, como una herramienta básica para garantizar en una situación de equilibrio presupuestario a medio plazo, la sostenibilidad financiera del gasto.

La LOEPSF establece, en su artículo 32 , que el superávit alcanzado por Estado, Comunidades Autónomas y Corporaciones Locales, debe ir destinado a la reducción del nivel de endeudamiento neto. En aplicación de esta norma, un gran número de Corporaciones Locales han conseguido una reducción considerable de su nivel de deuda pública, y el saneamiento financiero.

Teniendo en cuenta el esfuerzo de consolidación realizado, la sólida situación financiera, así como la naturaleza de los servicios que prestan las Corporaciones Locales, que por su relación de proximidad con los ciudadanos tienen una alta capacidad para influir directamente en la mejora de su bienestar, se estableció una regla especial para el destino del superávit recogido en el artículo 32 de la LOEPSF. Así, la disposición adicional sexta de la LOEPSF, introducida mediante la Ley Orgánica 9/2013, permite, desde el año 2014, a las Corporaciones Locales que presentan superávit y remanente de tesorería para gastos generales positivo, así como un nivel de deuda pública inferior al límite a partir del cual está prohibido el recurso al endeudamiento y un período medio de pago a proveedores que no supera el plazo máximo de pago establecido en la normativa de medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales, destinar su superávit a financiar inversiones que deben ser financieramente sostenibles a lo largo de la vida útil de la inversión, no computando el gasto en estas inversiones a efectos de la aplicación de la regla de gasto definida en el artículo 12 de la LOEPSF, aunque sí a efectos del cumplimiento del objetivo de estabilidad presupuestaria.

La disposición adicional decimosexta, del TRLHL desarrolla y define el concepto de sostenibilidad financiera que debe concurrir en aquellas inversiones, así como el procedimiento y el ámbito objetivo de aplicación. Esta medida de flexibilidad en el destino del superávit se aplicó por vez primera en 2014 y se preveía, en el apartado 5 de la disposición adicional sexta de la LOEPSF, en relación con los ejercicios posteriores a 2014, la posibilidad, atendiendo a la coyuntura económica, de prórroga anual de la misma mediante habilitación en la Ley de Presupuestos Generales del Estado. Esta medida se prorrogó para 2015 mediante el Real Decreto-ley 17/2014, de 26 de diciembre  y se ha prorrogado en los años 2016 y 2017 a través de las respectivas Leyes de Presupuestos Generales del Estado.

El gobierno ha promovido un relajamiento de estas reglas, bien es cierto que no puede contar con la Ley de Presupuestos para 2018, que está tramitándose, razón por la cual se aprueba este Decreto-ley. 

De una parte se regula el destino del superávit de las entidades locales correspondiente a 2017:

“En relación con el destino del superávit presupuestario de las Corporaciones Locales correspondiente al año 2017 se prorroga para 2018 la aplicación de las reglas contenidas en la disposición adicional sexta de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, para lo que se deberá tener en cuenta la disposición adicional decimosexta del texto refundido de la Ley reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.

En el supuesto de que un proyecto de inversión no pueda ejecutarse íntegramente en 2018, la parte restante del gasto autorizado en 2018 se podrá comprometer y reconocer en el ejercicio 2019, financiándose con cargo al remanente de tesorería de 2018 que quedará afectado a ese fin por ese importe restante y la Corporación Local no podrá incurrir en déficit al final del ejercicio 2019.”

De otra, se modifican los apartados 1 y 2 de la disposición adicional decimosexta del TRLHL que quedan redactados en los siguientes términos:

“1. Que la inversión se realice, en todo caso, por Entidades Locales que se encuentren al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias y frente a la Seguridad Social.

A) Además, deberá tener reflejo presupuestario en los siguientes grupos de programas recogidos en el anexo I de la Orden EHA/3565/2008, de 3 de diciembre, por la que se aprueba la estructura de los presupuestos de la Entidades Locales:

160. Alcantarillado.

161. Abastecimiento domiciliario de agua potable.

162. Recogida, eliminación y tratamiento de residuos.

165. Alumbrado público.

172. Protección y mejora del medio ambiente.

412. Mejora de las estructuras agropecuarias y de los sistemas productivos.

422. Industria.

425. Energía.

431. Comercio.

432. Información y promoción turística.

441. Transporte de viajeros.

442. Infraestructuras del transporte.

452. Recursos hidráulicos.

463. Investigación científica, técnica y aplicada.

491. Sociedad de la información.

492. Gestión del conocimiento.

B) La inversión podrá tener reflejo presupuestario en alguno de los grupos de programas siguientes:

132. Seguridad y Orden Público.

133. Ordenación del tráfico y del estacionamiento.

135. Protección civil.

136. Servicio de prevención y extinción de incendios.

153. Vías públicas.

171. Parques y jardines.

231. Asistencia social primaria.

321. Creación de Centros docentes de enseñanza infantil y primaria.

323. Funcionamiento de centros docentes de enseñanza infantil y primaria y educación especial.

332. Bibliotecas y Archivos.

333. Equipamientos culturales y museos.

336. Protección del Patrimonio Histórico-Artístico.

342. Instalaciones deportivas.

453. Carreteras.

454. Caminos vecinales.

933. Gestión del patrimonio, en el que se podrán incluir las aplicadas a la rehabilitación, reparación y mejora de infraestructuras e inmuebles propiedad de la entidad local afectos al servicio público incluyendo las actuaciones de adaptación de infraestructuras que permitan la accesibilidad universal para personas con discapacidad y personas mayores.

Cuando exista gasto de inversión en estos últimos grupos de programas, y se incurra en un gasto de inversión en el conjunto de grupos de programas citados en este apartado superior a 15 millones de euros o al 40 % del gasto no financiero total de la entidad local respectiva y suponga incremento de los capítulos 1 o 2 del estado de gastos vinculado a los proyectos de inversión se requerirá autorización previa de la Secretaría General de Financiación Autonómica y Local, del Ministerio de Hacienda y Función Pública.

2. Quedan excluidas tanto las inversiones que tengan una vida útil inferior a cinco años como las que se refieran a mobiliario y enseres, salvo que se destinen a la prestación de servicios asociados a los grupos de programas recogidos en el apartado anterior. También quedan excluidas las inversiones en vehículos, salvo que se destinen a la prestación de los servicios públicos de recogida, eliminación y tratamiento de residuos, seguridad y orden público, protección civil, prevención y extinción de incendios, y de transporte de viajeros.”

 Resolución de 4 de abril de 2018, de la Dirección General del Tesoro, por la que se actualiza el anexo 1 incluido en la Resolución de 4 de julio de 2017 de la Secretaría General del Tesoro y Política Financiera, por la que se define el principio de prudencia financiera aplicable a las operaciones de endeudamiento y derivados de las comunidades autónomas y entidades locales.
BOE 5 abril 2018, núm. 83.

 Resolución de 11 de abril de 2018, de la Secretaría General de Financiación Autonómica y Local, por la que se desarrolla la información a suministrar por las corporaciones locales relativa al esfuerzo fiscal de 2016 y su comprobación en las Delegaciones de Economía y Hacienda.
BOE 10 abril 2018, núm. 95.

2. Comunidades Autónomas 

En el presente apartado procederemos a comentar aquellas disposiciones normativas de las Comunidades Autónomas más relevantes que, encontrándose referidas a los aspectos propios de la hacienda pública, afectan a las Entidades locales. No hay normas de rango legal de otras CCAA y apenas hay alguna disposición aragonesa que comentar. Se trata de lo siguiente:
Aragón
 ORDEN PRE/415/2018, de 2 de marzo, por la que se modifica puntualmente la Orden PRE/571/2016, de 13 de junio, por la que se aprueban las bases reguladoras para la concesión de subvenciones con cargo al Fondo Local de Aragón para su aplicación a la concesión de subvenciones destinadas a financiar proyectos de cooperación trans​fronteriza entre la Comunidad Autónoma de Aragón y las regiones francesas de Nueva Aquitania y Occitania.
BOA 9 marzo 2018, núm. 49
 DECRETO-LEY 2/2018, de 8 de mayo, del Gobierno de Aragón, por el que se establecen medidas urgentes para reparar los daños causados y las pérdidas producidas en el territorio de Aragón por los desbordamientos en la cuenca del río Ebro durante el mes de abril de 2018.
BOA 10 mayo 2018, núm. 89

Sin ser una norma tributaria –no puede serlo según nuestro Estatuto y de todas formas tampoco tiene competencias sobre la materia-, leemos lo siguiente: 

Disposición adicional cuarta. Compensación de cuotas correspondientes al Impuesto de Bienes Inmuebles ejercicio 2018.

1. El Gobierno de Aragón compensará el importe de las cuotas del Impuesto sobre Bienes Inmuebles del ejercicio de 2018 correspondientes a viviendas y fincas rústicas dañadas como consecuencia directa de las inundaciones.

2. A tal efecto, el Gobierno de Aragón dispondrá las medidas necesarias para hacer efec​tivo lo previsto en el apartado anterior.

II) NOVEDADES JURISPRUDENCIALES 

1. Tribunal Supremo

Sistematizaremos el comentario de la siguiente manera: IBI; IAE; ICIO; IIVTNU; tasas, precios y tarifas (servicios);  tasas (utilización del dominio público); y revisión, reclamaciones y recursos. Habida cuentas de los cambios referidos a la casación, separaremos las sentencias de los autos de admisión del recurso de casación, indicando los más relevantes y novedosos, tratando de evitar repeticiones respecto de otros anteriores ya expuestos en sesiones anteriores. 
- IBI

La sentencia del TS de 5 de diciembre de 2017 (RJ 2017 6173) declara no haber lugar al recurso de casación interpuesto por una empresa en relación con la sentencia del TSJ de Aragón de 6 de abril de 2016, que había desestimado el recurso interpuesto contra el artículo 8 de la Ordenanza Fiscal del IBI para 2012 en el ayuntamiento de Zaragoza. Dicho precepto establecía tipos de gravamen diferenciados, concretando los umbrales de los valores catastrales a los que, según usos, se aplican dichos tipos. La normativa no establece la necesidad de estudio económico alguno.
La sentencia del TS de 12 de diciembre de 2017 (RJ 2017 5710) declara no haber lugar al recurso de casación interpuesto por el Organismo Autónomo de Gestión Tributaria de la Diputación de Barcelona contra la sentencia del TSJ de Cataluña de 9 de junio de 2016. Se considera la exención parcial referida a bienes afectos a servicios penitenciarios  respecto de un inmueble en el que la propiedad del suelo es de la Generalidad de Cataluña, mientras que es una sociedad privada la que ostenta la titularidad del derecho de superficie sobre las construcciones. El Alto Tribunal considera muy razonable la solución dada por el tribunal de instancia, a partir de que en situaciones como esta es posible que el IBI grave las diferentes partes de un inmueble por concurrir (sin mezclarse o confundirse) distintas titularidades sobre cada una de ellas, siempre que en alguna de estas partes se den los requisitos objetivos y subjetivos para que opere una exención como esta. 
En cuanto a Autos que tramitan recursos de casación, en el marco de la nueva casación, podemos señalar los siguientes: 

· El Auto de 16 de marzo de 2018 (JUR 2018 81098), admite el recurso de casación preparado por ciertas empresas contra la sentencia dictada el 27 de julio de 2017 por la AN, en el recurso 229/2016. Las cuestiones que presentan interés casacional objetivo para la formación de la jurisprudencia consisten en: i) Determinar, en una interpretación conjunta de los artículos 23 , 25 y 27 del texto refundido de la  Ley del Catastro Inmobiliario, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo, y del artículo 2 y las  normas 21,  22 ,  23 y  24 del  Real Decreto 1020/1993, de 25 de junio, por el que se aprueban las normas técnicas de valoración y el cuadro marco de valores del suelo y de las construcciones para determinar el valor catastral de los bienes inmuebles de naturaleza urbana, si la ausencia del estudio de mercado en el expediente administrativo de la ponencia de valores, aunque forme parte del mismo el documento de análisis y conclusiones de ese estudio de mercado, puede resultar contraria a los  artículos 9.3  y  24.1 de la  Constitución Española , por impedir a los interesados el cabal conocimiento de la íntegra motivación y fundamentación de la ponencia de valores cuando pretendan ejercitar su derecho a impugnarla en la vía revisora administrativa primero y jurisdiccional después. ii) Determinar si las tasaciones inmobiliarias efectuadas conforme a la metodología establecida en la  Orden ECO/805/2003, de 27 de marzo, sobre normas de valoración de bienes inmuebles y de determinados derechos para ciertas finalidades financieras, pueden ser válidas para desvirtuar la relación entre el valor catastral calculado conforme a los criterios de la ponencia de valores y el valor de mercado.

- IAE

El TS, mediante la sentencia de 6 de marzo de 2018 (RJ 950), declara no haber lugar al recurso de casación interpuesto por el Organismo de Gestión Tributaria de la Diputación de Barcelona en relación con una sentencia que dio la razón al contribuyente en el ámbito del IAE. Se trata de fijar el campo de la exención prevista para las empresas con un importe de cifra de negocios inferior a 1 millón de euros, en el caso de empresas que forman parte de un grupo. Reproducimos parte de la sentencia: 
PRIMERO

Objeto del presente recurso de casación y norma jurídica que debe ser objeto de interpretación. 

El objeto de esta sentencia consiste en determinar si la pronunciada por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. 4 de Barcelona es o no conforme a Derecho, para lo cual resulta forzoso analizar el precepto contenido en el  artículo 82.1.c) del  Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Haciendas Locales en el particular del mismo por el que se establece una cláusula antielusión -que excepciona la regla del importe mínimo de la cifra de negocio del interesado- cuando el sujeto pasivo del impuesto sobre actividades económicas "forme parte de un grupo de sociedades". 

Y es que, efectivamente, el auto de admisión de la Sección Primera de esta Sala puso de manifiesto la necesidad de interpretar tal precepto al objeto de determinar cuándo y en qué circunstancias nos encontramos ante un grupo de empresas a los efectos de la liquidación por el concepto de IAE.

Una adecuada exégesis de la normativa que resulta de aplicación obliga a tener en cuenta lo siguiente:

a) Que la Ley establece como regla general que están exentos del  Impuesto sobre Actividades Económicas los sujetos pasivos del impuesto sobre sociedades, las sociedades civiles y las entidades previstas en el  artículo 35.4 de la  Ley General Tributaria "que tengan un importe neto de la cifra de negocios inferior a 1.000.000 de euros". 

b) Que para el cálculo del importe de la cifra de negocios del sujeto pasivo se tendrá en cuenta el conjunto de las actividades económicas ejercidas por él con una excepción: "cuando la entidad forme parte de un grupo de sociedades en el sentido del  artículo 42 del Código de Comercio", en cuyo caso aquel importe neto "se referirá al conjunto de entidades pertenecientes a dicho grupo". 

c) Que a tales efectos, "se entenderá que los casos del  artículo 42  del Código de Comercio son los recogidos en la sección 1ª del capítulo I de las normas para la formulación de las cuentas anuales consolidadas, aprobadas por  Real Decreto 1815/1991, de 20 de diciembre". 

d) Que el  artículo 42 del Código de Comercio establece la obligación legal de "formular las cuentas anuales consolidadas" a "toda sociedad dominante de un grupo de sociedades", definiendo éste como aquél en el que "una sociedad ostente o pueda ostentar, directa o indirectamente, el control de otra u otras" y presumiendo la existencia de tal control en las "situaciones" que el propio precepto describe. 

e) Que en los apartados 2 a 6 del citado artículo se describe la forma de cumplir esa obligación legal precisando, en lo que ahora interesa, (i) que la consolidación no exime a las sociedades del grupo de formular sus propias cuentas, (ii) que la dominante debe incluir en sus cuentas consolidadas a las sociedades que integran el grupo, (iii) que deben designarse a los auditores que controlen tales cuentas y (iv) que las mismas deben ser aprobadas por la Junta General.

f) Que el  Real Decreto 1815/1991, de 20 de diciembre (sustituido por el  Real Decreto 1159/2010, de 17 de septiembre, por el que se aprueban las normas para la formulación de las cuentas anuales consolidadas) dedica su Sección Primera a definir los conceptos de grupo de sociedades, sociedad dominante y dependiente y cómo se computan los derechos de voto.

SEGUNDO

La discrepancia sobre el alcance de la remisión normativa que efectúa la regla tercera del  artículo 82.1.c) del  Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Haciendas Locales. 

1. Como adelantamos en los antecedentes de hecho, la sentencia ahora recurrida ha considerado que la condición de grupo de empresas que se menciona en el  artículo 82.1.c) del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo , por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Haciendas Locales, debe ir referida a las sociedades que actúan como un grupo consolidado , de manera que -de no existir tal consolidación- cada una de ellas puede actuar como propia y presentar sus cuentas anuales periódicas. 

Y es que, para el juez de instancia, lo esencial es que el precepto legal al que se remite la Ley de Haciendas Locales se refiere expresamente a los supuestos en los que existe obligación legal de "formular cuentas anuales consolidadas", siendo así que no solo es que VALLPA 3000, S.L. no ha formulado sus cuentas en esos términos, sino que no consta que la Administración competente haya exigido a la interesada el cumplimiento de tal deber.

Completa tal argumentación la parte recurrida en casación al afirmar, citando al efecto otros pronunciamientos de las Salas de A Coruña, Barcelona y Bilbao, que lo que exige la norma antielusión es que exista en la sociedad dominante del grupo la obligación de presentar cuentas anuales consolidadas por cuanto el  artículo 42 del  Código de Comercio  se refiere exclusivamente a ese supuesto y no a aquel otro en el que, materialmente, pueda existir un grupo de empresas pero no exista obligación de consolidación. 

2. Sostiene la Diputación de Barcelona, por el contrario, que la constatación de que existe un grupo de empresas a tenor de las situaciones y presunciones de dominio y control que se recogen en el  artículo 42 del Código de Comercio , especialmente la "unidad de decisión", es el único parámetro que ha de tenerse en cuenta a efectos de aplicar la cláusula antielusión, pues lo que pretender evitarse con la misma es que el sujeto pasivo, mediante la división de su actividad económica en varias sociedades con carácter instrumental, disminuya artificiosamente su importe neto de cifra de negocios para que a cada una de esas entidades les resulte aplicable la exención. 

Dicho de otro modo, la remisión efectuada no alcanza a la efectiva formulación de las cuentas bajo el régimen de consolidación (por la dominante) pues el espíritu y finalidad de la exención no es otro que el de someter a gravamen a las empresas que, por sí solas o como parte de un grupo, tienen un importe neto de cifra de negocios superior al millón de euros.

En definitiva, siempre según la recurrente en casación, la regla tercera del artículo 82.1.c) se remite a la normativa mercantil y contable "a los únicos efectos de delimitar cuándo existe grupo de sociedades, pero sin que resulte de la literalidad de este artículo ni de su finalidad que, además, el grupo de sociedades deba estar obligado a consolidar cuentas".

TERCERO

El criterio de esta Sala sobre la interpretación de la regla tercera del  artículo 82.1.c) de la  Ley de Haciendas Locales, y de la remisión que realiza al  artículo 42 del  Código de Comercio  y a la Sección Primera del Real Decreto 1815/1991, de 20 de diciembre. 

Es cierto, como señala la Diputación de Barcelona, que la cláusula antielusión que analizamos tiene la evidente finalidad de evitar una artificiosa división de la actividad económica del sujeto pasivo mediante la utilización de distintas sociedades puramente instrumentales.

Es cierto también que esa finalidad solo se consigue si el importe neto de la cifra de negocios (que legalmente ha de ser superior al millón de euros para que la actividad se sujete al tributo que nos ocupa) va referido, cuando se constata que el sujeto pasivo forma parte de un grupo de sociedades, al conjunto de entidades pertenecientes a dicho grupo, pues solo así se evita la reducción artificiosa de aquel importe mediante la división del negocio entre sociedades puramente instrumentales.

Ocurre, sin embargo, que la ley define esa cláusula antielusión no solo desde la perspectiva puramente material a la que alude la recurrente en casación, esto es, refiriendo el concepto de grupo únicamente a la existencia de una "unidad de decisión" entre las diversas entidades.

Y es que, en efecto, la ley - artículo 82.1.c) del texto refundido de la ley de Haciendas Locales - obliga a referir el importe neto de la cifra de negocios "al conjunto de entidades pertenecientes a dicho grupo" solo cuando y en la medida en que "la entidad forme parte de un grupo de sociedades en el sentido del  artículo 42  del Código de Comercio ". Y el  artículo 42 del Código de Comercio comienza afirmando -antes de definir materialmente qué se entiende por grupo de sociedades- que "toda sociedad dominante de un grupo de sociedades estará obligada a formular las cuentas anuales y el informe de gestión consolidados en la forma prevista en esta sección". 

A nuestro juicio, coincidiendo en lo esencial con la sentencia recurrida, la cláusula antielusión solo resulta aplicable cuando la entidad que ejerce la actividad sometida prima facie al impuesto pertenece a un grupo de sociedades cuya entidad dominante debe formular sus cuentas anuales en régimen de consolidación. Y ello por las siguientes razones: 

1. En primer lugar, porque la remisión que se contiene en el precepto ha de entenderse realizada de manera completa a la norma contenida en el  artículo 42  del Código de Comercio que, como se ha visto, vincula la existencia de grupo al deber de consolidar las cuentas. 

2. En segundo lugar, porque el  artículo 81.2.c)  de la Ley de Haciendas Locales concreta aún más la remisión a los grupos de sociedades afirmando que "a efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, se entenderá que los casos del  artículo 42  del Código de Comercio son los recogidos en la sección 1.ª del capítulo I de las normas para la formulación de las cuentas anuales consolidadas, aprobadas por  Real Decreto 1815/1991, de 20 de diciembre " (actual  Real Decreto 1159/2010), norma reglamentaria referida, cabalmente, al régimen contable de la consolidación, lo que solo puede querer decir que el legislador no pensaba en los grupos de entidades solo "materialmente", sino también en la medida en que debieran consolidar. 

3. Cabe por ello concluir, en tercer lugar, que la norma que efectúa la remisión, atendiendo el contenido de los preceptos a los que se remite, no solo se refiere al "perímetro" del grupo (como sostiene la recurrente apoyándose en la contestación a una consulta vinculante efectuada por la Dirección General de Tributos), sino también (como señala la sentencia de la Sala de Cataluña de 6 de marzo de 2013, dictada en el recurso núm. 1229/2009 y citada por el juez a quo ) "a la cohesión entre la actuación del grupo" por cuanto el precepto de la Ley de Haciendas Locales remite a otros -del Código de Comercio y del Decreto sobre formulación de cuentas anuales- referidos expresamente a sociedades que actúan como grupos consolidados en la medida en que tienen el deber de formular sus cuentas anuales en régimen de consolidación. 

4. En cuarto lugar, porque el propio concepto de "importe neto de la cifra de negocios" (que es el que determina la exención o no del impuesto) abona tal interpretación. Nos hallamos ante una magnitud definida por la normativa contable (el importe de las ventas y de las prestaciones de servicios u otros ingresos correspondientes a las actividades ordinarias de la empresa, menos el importe de cualquier descuento y de los impuestos que deban ser objeto de repercusión) cuya concreción es esencial para determinar si la entidad debe o no satisfacer el tributo por la actividad que realiza.

Y esa concreción, a nuestro juicio, solo es posible, cuando se trata de un grupo de sociedades, si éste cumple con la obligación legal de formular sus cuentas anuales en régimen de consolidación. En otras palabras, para saber cuál es realmente aquel importe debe estarse a las cuentas consolidadas, que deberán necesariamente formularse -salvo que concurra alguna excepción legal- en los términos que derivan del Código de Comercio y de la norma reglamentaria que disciplina el régimen contable de la consolidación, disposiciones a las que se remite expresamente la norma tributaria prevista en la Ley de Haciendas Locales.

5. Por último, es un hecho incontrovertido que las cuentas anuales de la actora (o de la dominante del grupo al que, a juicio de la Diputación de Barcelona, pertenece) no se presentan para su depósito en forma consolidada; además, no consta que la Administración competente haya exigido al "grupo" el cumplimiento de la obligación legal prevista en el  artículo 42  del Código de Comercio y en las normas reglamentarias concordantes, por lo que afirmar -exclusivamente a efectos del  Impuesto sobre Actividades Económicas aquí concernido- que nos hallamos ante un grupo de sociedades constituiría una contradicción difícilmente salvable cuando, insistimos, el precepto legal que define el grupo y al que se remite la cláusula antielusión que nos ocupa lo hace por referencia expresa a la necesidad de formular sus cuentas en régimen de consolidación. 

CUARTO

Respuesta a la cuestión interpretativa planteada en el auto de admisión. 

Con las consideraciones efectuadas en los fundamentos anteriores estamos en disposición de dar respuesta a la incógnita que se nos plantea en el auto de admisión del recurso, en estos términos:

«Precisar cuándo y en qué circunstancia nos encontramos ante un grupo de empresas a los efectos de la liquidación por el concepto de IAE y, consecuentemente, si sus importes netos de negocio deben ser tenidos en cuenta conjuntamente a los efectos de testar el cumplimiento de los requisitos objetivos que ameriten la aplicación de la exención contenida en el artículo 82.1.c) 3ª TRLRHL». 

Y la respuesta, coincidente con la de la sentencia impugnada, es que, efectivamente, la remisión contenida en el artículo 82.1.c).3ª del texto refundido de la  Ley de Haciendas Locales a los "grupos de sociedades en el sentido del  artículo 42  del  Código de Comercio" debe interpretarse de forma que solo se comprendan en tal concepto aquellos grupos de entidades cuando actúen como "grupos consolidados", esto es, cuando deban, por obligación legal, formular sus cuentas anuales en régimen de consolidación. 

En consecuencia, si las sociedades afectadas no actúan como grupo consolidado en los términos vistos, ni consta que tengan la obligación de hacerlo, el importe neto de su cifra de negocios deberá ir referido al volumen de los de la empresa afectada, no al conjunto de entidades pertenecientes a un grupo que, en la medida en que no actúa en régimen de consolidación, no tiene tal consideración a efectos de la aplicación de la cláusula del artículo 82.1.c).3ª del texto refundido de la Ley de Haciendas Locales . 

QUINTO

Resolución de las pretensiones deducidas en el proceso. 

La lógica consecuencia de lo hasta aquí expuesto no puede ser otra que la desestimación del recurso de casación deducido por el Organismo de Gestión Tributaria de la Diputación de Barcelona pues la sentencia recurrida ha interpretado correctamente el artículo 82.1.c).3º del  Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, al considerar que para que exista "grupo de sociedades" a efectos de determinar el importe neto de la cifra de negocios necesario para la exención del  Impuesto sobre Actividades Económicas  es imprescindible que el conjunto de entidades actúe como "grupo consolidado", esto es, sujeto a la obligación legal de formular sus cuentas anuales en régimen de consolidación lo que, como se ha visto, no concurre en VALLPA 3000, S.L., que no presenta sus cuentas -ni ella misma ni la presunta sociedad dominante- en régimen de consolidación, ni consta que tenga la obligación legal de hacerlo o que tal deber haya sido exigido por el órgano competente. 

- ICIO

En cuanto a Autos que tramitan recursos de casación, en el marco de la nueva casación, podemos señalar los siguientes: 

· El Auto de 31 de enero de 2018 (JUR 2018 44082), admite el recurso de casación, contra la sentencia dictada el 26 de mayo de 2017 por el TSJ de Andalucía, sede Sevilla, en el recurso de apelación 197/2016. La cuestión que presenta interés casacional objetivo para la formación de la jurisprudencia consiste en: Determinar si el dies a quo del cómputo del plazo prescripción del derecho de la Administración tributaria a comprobar la base imponible autoliquidada en el impuesto sobre construcciones, instalaciones y obras, una vez finalizada la construcción, instalación u obra, teniendo en cuenta su coste real y efectivo para practicar liquidación definitiva, al amparo del artículo 103.1, in fine , del TRLHL, se debe situar en la fecha del visado del certificado de finalización de las obras o en la fecha en que la finalización de las obras sea conocida formalmente por la Administración.
· El Auto de 19 de febrero de 2018 (JUR 2018 53758), admite el recurso de casación, contra la sentencia dictada el 18 de julio de 2017 por el TSJ de Extremadura, en el recurso de apelación 137/2017. La cuestión que presenta interés casacional objetivo para la formación de la jurisprudencia consiste en: Determinar si a efectos de la liquidación del ICIO resulta posible tener en consideración un acta con conformidad posterior dictada por la AEAT en el seno de un procedimiento de comprobación de un tributo estatal, como es el Impuesto sobre Sociedades.
· El Auto de 11 de abril de 2018 (JUR 2018 110393), admite el recurso de casación, contra la sentencia dictada el 15 septiembre de 2017 por el TSJ de Madrid, en el recurso de apelación 494/2016. Las cuestiones que presentan interés casacional objetivo para la formación de la jurisprudencia consisten en: (i) Esclarecer si, a efectos de la aplicación la exención en el ICIO a favor de construcciones, instalaciones y obras directamente destinadas a carreteras, ferrocarriles, puertos, aeropuertos, obras hidráulicas, saneamiento de poblaciones y de sus aguas residuales de las que sea dueño el Estado, las Comunidades Autónomas o las entidades locales -cuando no coincidan la condición de propietario del inmueble y la de dueño de la obra-, lo relevante es atender a quién va a ser finalmente el propietario de la obra o, por el contrario, lo relevante es atender a quién soporta los gastos que comporta su realización. (ii) Dilucidar si la exención es aplicable no solo cuando la gestión de la obra se lleve a cabo por un organismo autónomo sino también cuando se trate de una empresa pública.
- Tasas, precios y tarifas (servicios)
En cuanto a Autos que tramitan recursos de casación, en el marco de la nueva casación, podemos señalar los siguientes: 

· El auto del Tribunal Supremo de 31 de enero de 2018 (JUR 2018 38719), admite el recurso de casación contra la sentencia del TSJ de Cataluña de 8de noviembre de 2017, recurso 769/2016. La cuestión que presenta interés casacional objetivo para la formación de la jurisprudencia consiste en: Determinar si, en interpretación de los  artículos 20 TRLHL, 52 LREAB y 24  CE , así como teniendo presente el marco normativo que el  Estatuto de Autonomía de Cataluña  contempla en materia de empleo, control e inspección de las viviendas, el Ayuntamiento de Barcelona es competente para aprobar disposiciones de carácter general en materia de control e inspección de las viviendas desocupadas y, en particular, si ese servicio de control e inspección de viviendas vacantes es o no un servicio de competencia municipal, y por ende, si puede o no constituir el hecho imponible de la tasa litigiosa.
· El auto del Tribunal Supremo de 19 de febrero de 2018 (JUR 2018 52197), admite el recurso de casación contra la sentencia del TSJ de las Islas Baleares de 16 de mayo de 2017, recurso 403/2016. Las cuestiones que presenta interés casacional objetivo para la formación de la jurisprudencia consiste en: i) Aclarar, matizar, revisar o ratificar la doctrina jurisprudencial propia sobre el debate persistente en torno al  artículo 2.2.a) de la Ley General Tributaria, en su redacción posterior a la Ley de Economía Sostenible, relativo a naturaleza jurídica de las cantidades cobradas a los usuarios del servicio de recogida y tratamiento de residuos sólidos urbanos, cuando es prestado a través de formas indirectas y, en particular, a través de entidades concesionarias. ii) Si, en respuesta a la primera cuestión, se interpretase que la contraprestación satisfecha por el usuario del servicio de recogida y tratamiento de residuos sólidos urbanos, prestado en régimen de concesión, reviste la naturaleza jurídica de tasa, determinar si es de aplicación la compensación prevista en el artículo 71 LGT , en relación con los  artículos 72 y  73 LGT . y iii)  Si la respuesta a la segunda cuestión fuese afirmativa, determinar a quién le corresponde adoptar la extinción de deudas tributarias por compensación, ex artículo 71, en relación con los  artículos 72 y  73 LGT.
- Tasas (utilización del dominio público local)
La sentencia del Tribunal Supremo de 15 de enero de 2018 (RJ 91), desestima el recurso contencioso-administrativo interpuesto por el Ayuntamiento de Cerdanyola del Vallés en relación a solicitud de indemnización por responsabilidad patrimonial del Estado legislador. El asunto se refería a la tasa por aprovechamiento especial del dominio público local por empresas explotadoras de servicios de telefonía móvil, cuya Ordenanza había sido anulada. El Alto Tribunal declara la inexistencia de violación suficientemente caracterizada, esto es, la inexistencia de relación de causalidad entre la legislación estatal y el perjuicio derivado de las liquidaciones giradas.
En cuanto a Autos que tramitan recursos de casación, en el marco de la nueva casación, podemos señalar los siguientes: 

· En el Auto de 7 de febrero de 2018, el Tribunal Supremo, (JUR 2018 49662)  admite a trámite el recurso de casación contra la sentencia del TSJ de Madrid, de 14 de julio de 2017, y fija la cuestión que presenta interés casacional en: Determinar si las limitaciones que para la potestad tributaria de los Estados miembros se derivan de los  artículos 12  y  13 de la  Directiva 2002/20/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 7 de marzo de 2002, relativa a la autorización de redes y servicios de telecomunicaciones (Directiva autorización), según han sido interpretados por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, en orden a la imposición de tasas y cánones a las compañías que actúan en el sector de las telecomunicaciones móviles, se extienden también a las que lo hacen en los de la telefonía fija y de los servicios de internet.
· En el Auto de 11 de abril de 2018 (JUR 2018 110394) se admite a trámite el recurso de casación interpuesto por la representación de una empresa eléctrica contra la sentencia del TSJ de Andalucía, sede Sevilla, de 7 de septiembre de 2017, y fija la cuestión que presenta interés casacional en: “dilucidar si las cuotas o costes con destinos específicos del Sistema Eléctrico Nacional deben ser excluidas o incluidas en los ingresos brutos sobre los que aplicar el porcentaje del 1,5%, a efectos del cálculo de la tasa por utilización privativa o aprovechamientos especiales constituidos en el suelo, subsuelo o vuelo de las vías públicas municipales, a favor de empresas explotadoras de servicios de suministros “.
- Sistema tributario local en general

En cuanto a Autos que tramitan recursos de casación, en el marco de la nueva casación, podemos señalar los siguientes: 

· El Auto de 19 de enero de 2018 (JUR 2018 25379), admite el recurso de casación preparado por la Real Asociación de Hidalgos de España contra la sentencia dictada el 8 de junio de 2017 por el TSJ de Madrid, en el recurso 1370/2015. La cuestión que presenta interés casacional objetivo para la formación de la jurisprudencia consiste en: establecer, interpretando los artículos interpretando los artículos 14.1, en relación con el 15.1.y 4, de si el  articulo 15.4 de la  Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo impone de forma reglada a los Ayuntamientos la aplicación de la exención en los tributos de su competencia señalados a tal efecto en dicha Ley, a partir de la estricta comunicación al órgano competente, poniendo en conocimiento de éste la opción efectiva por la aplicación del régimen fiscal especial previsto para las entidades sin fines lucrativos; o si por el contrario, se entiende como una situación cuyo reconocimiento debe interesarse por el sujeto pasivo de manera nominal, individualizada y detallada respecto de todos y cada uno de los Impuestos a los que afecta, aun cuando se verificase en un solo escrito.
- Aplicación de los tributos

En cuanto a Autos que tramitan recursos de casación, en el marco de la nueva casación, podemos señalar los siguientes: 

· El Auto de 16 de abril de 2018 (JUR 2018 110398), admite el recurso de casación deducido por el Ayuntamiento de Gijón, contra la sentencia dictada el 22 de septiembre de 2017 por el TSJ de Asturias, en el recurso de 59/2016. La cuestión que presenta interés casacional objetivo para la formación de la jurisprudencia consiste en determinar: Esclarecer si, existiendo un Convenio con la Comunidad Autónoma sobre delegación de funciones de gestión y recaudación de tributos y otros ingresos municipales, la facultad de dictar providencias de apremio le corresponde a la Administración Pública delegante.

2. Tribunales superiores de Justicia y otros juzgados y tribunales
Aragón

Del TSJ de Aragón hay una sentencia a considerar, en el ámbito del Impuesto sobre el Incremento del Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana. Se trata de la sentencia de 31 de enero de 2018 (JUR 2018 98741). 
La sala estima el recurso contra la sentencia nº 196/2017, de 6 de septiembre, dictada en el procedimiento ordinario nº 38/2017 del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº 2 de Zaragoza en el que es parte apelada la sociedad mercantil autonómica "Plataforma Logística de Zaragoza, PLAZA, S.A.U." Reproducimos un fragmento de la sentencia por su interés:
FUNDAMENTOS DE DERECHO:
PRIMERO

.- Tras identificar la sentencia apelada la resolución recurrida, señala que su criterio había venido siendo -al igual que el de los demás Juzgados de Zaragoza y de la Sala de lo Contencioso-administrativo del TSJ de Aragón- que cuando se constataba una pérdida de valor entre adquisición y transmisión no se daba el hecho imponible y debía ser anulada la liquidación. 

A continuación, entra en el examen de la sentencia del Tribunal Constitucional 26/2017 , refiriendo las premisas en las que se funda, y, tras señalar que la parte dispositiva de la sentencia del Tribunal Constitucional 59/2017 acuerda declarar que los artículos 107.1 , 107.2.a ) y 110.4 del  Real Decreto Legislativo 2/2004 «son inconstitucionales y nulos, pero únicamente en la medida que someten a tributación situaciones de inexistencia de incrementos de valor», y transcribir el texto de dichos preceptos, señala que, aun cuando no se han declarado inconstitucionales, los apartados 2. b, 2.c y 2.d, y los apartados 3 y 4 del artículo 107 -que transcribe-, realmente devienen inaplicables, pues son aplicables en función del artículo 107.1 y no dejan de formar un bloque con el mismo. 

Añade a continuación que, tras la sentencia del Tribunal Constitucional, se ha producido un vacío normativo, estimando que caben, en principio, como dos interpretaciones. La primera es que tal situación permite a los jueces, para las liquidaciones ya hechas, aplicar el principio de que sin hecho imponible no hay tributo, y la segunda, que habiéndose anulado la fórmula, simplemente no puede liquidarse, pues los Juzgados no pueden establecer sus propios parámetros para determinar si ha habido o no incremento, pues con ello estarían presumiendo que la fórmula es relativamente válida y debe aplicarse si hay un incremento, contradiciendo la sentencia del Tribunal Constitucional. Afirma, no obstante que cabría una postura intermedia, que sería anular, por razones de fondo, en los supuestos en los que claramente no hay incremento de valor, y anular por falta de procedimiento de determinación de si hay incremento, en los supuestos dudosos. 

Partiendo de lo anterior concluye que la única solución respetuosa con lo que queda de la norma es la anulación de todas las liquidaciones, por las siguientes razones: 1º) porque no estamos ante un fallo interpretativo, pues en otro caso no se habría anulado el precepto, estimando que la sentencia del TC ha anulado los preceptos con una condición de resultado, lo cual estima insólito o, al menos, muy inhabitual en una norma, y ello provoca dudas; 2º) por cuanto en la sentencia del TC -fundamento de derecho 5, punto c)- claramente se expresa que los preceptos han sido «expulsados del ordenamiento jurídico» y, por lo tanto, no existen, y además ex origene, y por tanto no se puede seguir dictando sentencias, al buen criterio de cada órgano judicial, determinando si ha habido o no incremento, pues es algo que, afirma, se ha rechazado en las tres sentencias, sin que estime que quepa deducir otra cosa de la referencia a «en los términos señalados» pues, igualmente afirma, ello «aboca a una situación incompatible con el resto de las afirmaciones vertidas a lo largo de estas sentencias, por ser contrario a la seguridad jurídica, a la reserva de ley y al sentido de la norma». 3º) porque seguir dictándose sentencias partiendo de si ha habido o no incremento supondría reconstruir la norma, lo que chocaría con los principios de seguridad jurídica y reserva de ley. 4º) porque eliminado el artículo 107 en sus apartados 1 y 2.a) ha desaparecido la definición de la base imponible y, con ello, no tenemos la limitación de los veinte años, ni la indicación de lo que debe tenerse en cuenta es el valor del terreno en el momento del devengo, y que este se determina conforme a los apartado 2 y 3, y tampoco se puede aplicar el porcentaje del apartado 4, aplicable en virtud del 107.1, declarado inconstitucional, pues van unidos al 107.1 y al 107.4. 5º) porque la expresión contenida en el fallo «son inconstitucionales y nulos, pero únicamente en la medida que someten a tributación situaciones de inexistencia de incrementos de valor» no está dirigida a los aplicadores, sino al legislador; y 6º) porque su vigencia intermitente sería el paradigma de la inseguridad jurídica, pues los preceptos serían inconstitucionales o no en función del resultado, y nos encontraríamos ante una norma intermitente y de una inconstitucionalidad condicionada. Añadiendo que se plantea igualmente el problema de si se llega a la conclusión de que se produjera un incremento de valor, pero la aplicación de la ley pudiera determinar un resultado confiscatorio. 

Por todo ello, procede a anular las liquidaciones. 

El Ayuntamiento de Zaragoza, parte apelante, discrepa de los anteriores razonamientos y alega como primer motivo del recurso la infracción del ordenamiento jurídico respecto a la constitucionalidad del impuesto sobre el incremento de valor de los terrenos de naturaleza urbana (IIVTNU) -  art. 31   CE  - a la vista de la sentencia del Tribunal Constitucional de 11 de mayo de 2017 . Expone que en esta sentencia, en términos muy similares de las de 16 de febrero y 1 de marzo de 2017 relativas a la normativa reguladora del IIVTNU en los territorios forales de Guipúzcoa y Álava, el Tribunal declara inconstitucionales y nulos los artículos 107.1, 107.2.a) y 110.4 TRLRHL sin limitación temporal alguna, pero únicamente en la medida que someten a tributación situaciones de inexistencia de incrementos de valor. Considera que la sentencia apelada va más allá de lo expresado por el Tribunal Constitucional porque la interpretación expresada supone igualar incorrectamente las consecuencias de la sentencia con una distinta que hubiese realizado una declaración de inconstitucionalidad genérica y sin matizaciones, lo que supone prescindir de las salvedades del fallo. La parte apelante propugna, en fin, asumir una solución armónica con el derecho a la tutela judicial efectiva y con el principio de capacidad económica, de manera que sea el juez ordinario quien valore si en las liquidaciones pendientes de pronunciamiento judicial ha existido o no un incremento de valor de los terrenos, procediendo a confirmar las liquidaciones si no se transgrede el límite fijado por el fallo. Y en apoyo de esta interpretación acompaña copia de las sentencias nº 152/2017, de 4 de julio, del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº 1 de Zaragoza y las nº 142/2017, de 4 de julio, y 144/2017, de 6 de julio, ambas del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº 4 de Zaragoza. 

La parte apelada, sociedad mercantil "Plataforma Logística de Zaragoza, PLAZA, S.A.U.", se opone al recurso por entender que la  sentencia nº 59/2017, de 11 de mayo , del Tribunal Constitucional , declara la inconstitucionalidad y consecuentemente la nulidad de los  artículos 107.1 ,  107.2.a)  y  110.4  del TRLHL, lo que conlleva necesariamente la nulidad automática de los actos impugnados al carecer de fundamento legal los actos municipales que negaron la revisión de la autoliquidación. Todo ello, añade la parte, conlleva la superación de la anterior doctrina legal que venían siguiendo los Juzgados y Tribunales de este orden contencioso en la aplicación modulada de los preceptos de la ley tributaria que luego han sido expresamente declarados inconstitucionales al margen de cualquier sentencia interpretativa favorable a su constitucionalidad. Se remite, en fin, y asume en su integridad el orden de razonamiento argumental que se sigue en la sentencia apelada, considerando que el Alto Tribunal evita un pronunciamiento interpretativo de la constitucionalidad de los preceptos impugnados y en su motivación rechaza expresamente una sentencia interpretativa favorable a la constitucionalidad de la norma. Finalmente analiza in extenso y abunda en los distintos extremos examinados en la sentencia recurrida, interpretando el pronunciamiento del Tribunal Constitucional de forma concorde con la efectuada en la sentencia apelada y acompañando, en idéntico criterio, la STSJ de Madrid, Sección Novena, nº 512 de 19 de julio de 2017 . 

La sentencia 59/2017, de 11 de mayo de 2017, del Pleno del Tribunal Constitucional resuelve la cuestión de inconstitucionalidad núm. 4864-2016, promovida por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. 1 de Jerez de la Frontera, en relación con el artículo 107 del texto refundido de la Ley reguladora de las haciendas locales, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo . 

Para interpretar la misma debemos examinar los razonamientos vertidos en sus fundamentos jurídicos y, como conclusión o resultado de los mismos, el fallo que contiene el pronunciamiento del Tribunal, partiendo de que las sentencias dictadas en procedimientos de inconstitucionalidad pueden declarar la constitucionalidad o la inconstitucionalidad de la norma que se somete a juicio, si bien, por aplicación del principio interpretativo de conservación de las leyes, la declaración de inconstitucionalidad absoluta de la norma se limitará a los casos en los que no exista posibilidad alguna de interpretación conforme con el texto de la Ley fundamental. 

Expuesto cuanto antecede y examinado el tenor de la sentencia 59/2017 se advierte que en la misma el Alto Tribunal dedica un fundamento específico a determinar el concreto alcance de la sentencia, el fundamento 5 que antecede al fallo y que se encabeza, expresivamente, con la siguiente indicación: «Antes de pronunciar el fallo al que conduce la presente Sentencia, deben efectuarse una serie de precisiones últimas sobre su alcance:» 

Pues bien, la primera de tales precisiones es la siguiente: 

«a) El impuesto sobre el incremento del valor de los terrenos no es, con carácter general, contrario al Texto Constitucional, en su configuración actual. Lo es únicamente en aquellos supuestos en los que somete a tributación situaciones inexpresivas de capacidad económica, esto es, aquellas que no presentan aumento de valor del terreno al momento de la transmisión. Deben declararse inconstitucionales y nulos, en consecuencia, los  arts. 107.1  y  107.2 a) LHL, «únicamente en la medida en que someten a tributación situaciones inexpresivas de capacidad económica» ( SSTC 26/2017, FJ 7 ; y 37/2017 , FJ 5).» 

Y consecuentemente con tales precisiones, el fallo de la sentencia dispone: 

«Estimar la cuestión de inconstitucionalidad núm. 4864-2016 y, en consecuencia, declarar que los artículos 107.1 , 107.2 a ) y 110.4, todos ellos del texto refundido de la Ley reguladora de las haciendas locales, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo , son inconstitucionales y nulos, pero únicamente en la medida que someten a tributación situaciones de inexistencia de incrementos de valor.» 

Para determinar el alcance de este pronunciamiento hay que señalar que el artículo 38.Tercero de la  LOTC dispone -respecto al procedimiento en el que se planteó la cuestión de inconstitucionalidad- que «Si se tratare de sentencias recaídas en cuestiones de inconstitucionalidad, el Tribunal Constitucional lo comunicará inmediatamente al órgano judicial competente para la decisión del proceso. Dicho órgano notificará la sentencia constitucional a las partes. El Juez o Tribunal quedará vinculado desde que tuviere conocimiento de la sentencia constitucional y las partes desde el momento en que sean notificadas». 

Y con carácter general ese mismo artículo 38 establece en su número primero que «Las sentencias recaídas en procedimientos de inconstitucionalidad tendrán el valor de cosa juzgada, vincularán a todos los Poderes Públicos y producirán efectos generales desde la fecha de su publicación en el "Boletín Oficial del Estado"». 

Es decir, el destinatario de la sentencia no es, como indica la sentencia apelada, solo el legislador, sino también -de manera inmediata, cabría añadir- todos los Juzgados y Tribunales, señaladamente aquellos que conocen de recursos pendientes de resolver en los que se invoca la aplicación de los preceptos sobre cuya constitucionalidad se ha pronunciado el Tribunal Constitucional. 

Por lo demás, a juicio de la Sala, el alcance de la reiterada sentencia no es otro que el que resulta del claro tenor que expresa el fallo como resultado del fundamento jurídico último que el Tribunal dedica a precisar tal extremo, lo que evidencia que no ha tenido voluntad de realizar un pronunciamiento de inconstitucionalidad de carácter absoluto, radical o incondicionado. En este mismo sentido se razona en las sentencias de los Juzgados nº 1 y 4 antes citadas indicando que «de admitirse la anulación de cualesquiera liquidación recurrida que se hubiera emitido en aplicación de los preceptos declarados inconstitucionales en los términos de las sentencias reseñadas, se estaría igualando las consecuencias de estas sentencias con los efectos de una sentencia con declaración de inconstitucionalidad genérica y sin matizaciones. Es decir, no se entiende para qué se habrían hecho las salvedades en el Fallo y fundamentos de las sentencias». 

Así las cosas, si en su configuración actual el impuesto sobre el incremento del valor de los terrenos solo resulta inconstitucional «en aquellos supuestos en los que someten a tributación situaciones inexpresivas de capacidad económica, esto es, aquellas que no presentan aumento de valor del terreno al momento de la transmisión», la vinculación de esta sentencia nos obliga a analizar si en el supuesto enjuiciado se ha producido o no una situación inexpresiva de capacidad económica, lo que impone que debamos entrar a conocer del fondo de las cuestiones alegadas por las partes sobre tal extremo, examinando la prueba practicada sobre el incremento del valor del suelo. 

Sobre esta cuestión, la parte demandante sostiene que el valor de la finca enajenada ha experimentado una minoración entre el año 2002 en que fue adquirida por ella y el año 2016 en que la vendió a la compañía ALMERICOST, S.A. Y para justificar tal extremo presenta un informe de auditoría que refleja la existencia de dicha minoración en la contabilidad de la empresa actora; una pericial de parte, elaborada por un arquitecto superior de la empresa TINSA, que concluye con un cálculo de valor de repercusión del suelo/m2 de edificación de 96,68 euros/m2 en 2002 y de 27,57 euros/m2 en 2016. Para obtener dichos importes la peritación se funda en el método residual estático y se realiza -indica el informe- en dos etapas. En primer lugar se efectúa un estudio de precios para la tipología de nave industrial en el entorno próximo del polígono industrial PLAZA y en la segunda fase se calcula el valor del suelo finalista. Asimismo acompaña un informe sobre la estructura de costes en las obras ejecutadas por PLAZA que suscribe el Responsable de Control de Gestión de Expo Zaragoza Empresarial. 

El Ayuntamiento niega que la parte demandante haya acreditado la minoración pretendida de contrario y no acepta los presupuestos de cálculo de la pericial de la parte actora, por no valorar el suelo en el momento de su adquisición en 2002 por la sociedad recurrente. Asimismo rechaza las alegaciones que se fundan en la información contable de la entidad, porque incluyen costes indebidos y dependen de un factor ajeno al valor del suelo, la calidad de la gestión -mejor o peor- del promotor que asume la urbanización de los terrenos y el proceso de venta y financiación de las parcelas. Sostiene, en fin, con un informe técnico, que el valor del suelo en el momento de su adquisición en 2002 fue fijado en sentencia en 9,04 euros/m2. Reprocha, además, que la propia TINSA ha emitido otras periciales sobre parcelas próximas que ofrecen precios de venta de 79,78 euros/m2, importe muy cercano al declarado en la escritura de 78,96 euros/m2. 

De lo actuado resulta que las parcelas aportadas al proyecto de reparcelación del que resultó la parcela ALIF 2.3, posteriormente enajenada mediante compraventa el 26 de enero de 2016, fueron adquiridas mediante procedimiento expropiatorio en 2002, constando como precios de adquisición el de 8,56 euros/m2 pagado en avenencia -parcelas de 2.647.009 m2- y el de 9,04 euros/m2 fijado finalmente por el Tribunal Supremo en sentencia de 20 de junio de 2014 que mantuvo el criterio del Jurado de Expropiación de considerar la clasificación del suelo como no urbanizable de especial protección secano. 

El precio de venta del terreno en 2016, dividiendo el asignado a esta concreta parcela por el número de metros cuadrados es de 78,96 euros/m2 (2.557.338,94 euros dividido por los 32.389 metros que la escritura reseña como extensión superficial). 

Así las cosas, el criterio de valoración que sostiene la empresa PLAZA con la peritación de TINSA resulta ciertamente discutible porque parte de criterios generales, tanto de precios de naves -sobre todo en 2002-, como de costes de construcción, que atienden a tipologías estándar o genéricas, de nave industrial adosada, tipo y superficie construida, prioritarias, entre 500-1.500 m2, pero sin tomar en consideración las singularidades del polígono industrial PLAZA -en el caso aquí analizado el terreno vendido es una parcela de 32.389 metros según escritura de compraventa-. 

En efecto, como razona esta misma Sala en sentencia de esta misma fecha, recurso de apelación 179/17 examinando un supuesto similar al presente, el polígono PLAZA está destinado a logística, y posee «una tipología de naves muy amplias, que ocupan la totalidad de las parcelas enajenadas, y que, como expone el arquitecto Sr. Estanislao , en 2002 todavía no se hallaba extendida en Zaragoza. En su declaración este técnico detalla que las naves del Polígono Centrovía no tenían el mismo tamaño en 2002 que las que luego se han construido en PLAZA y que solo a partir de 2007 se ejecutaron en Centrovía naves similares a las de PLAZA -la parcela enajenada tiene 25.634 m2 [en este procedimiento 32.389 m2]-. Por estos motivos considera que las muestras empleadas no son lo suficientemente representativas como para obtener una valoración fiable con el criterio empleado por el arquitecto de TINSA.» 

En definitiva, como asimismo razonamos en dicho recurso, el dictamen de TINSA no atiende a la especificidad del valor del suelo, perfectamente determinado con las garantías de valoración que ofrece un procedimiento expropiatorio del que resultan unos importes de 8,56 euros/m2 y 9,04 euros/m2 de los que parte la valoración realizada por el técnico municipal, que calcula sobre el valor de 9,04 euros/m2 una cantidad inicial de 598.465,44 euros por adquisición inicial del terreno a la que suma los gastos de urbanización en la cuenta de liquidación provisional -1.008.897 euros obtenidos de la Orden de 15 de abril de 2013 sobre la Operación Jurídica complementaria nº 2, esto es, los gastos específicos de dicha urbanización-, arrojando un importe de 1.607.362,44 euros que resulta muy inferior a los 2.557.338,94 euros del precio de venta. 

En consecuencia, la prueba pericial presentada no llega a justificar adecuadamente la pretendida situación inexpresiva de capacidad económica. 

Con similar criterio se pronuncia, en supuesto idéntico al que ahora examina la Sala, la sentencia del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº 4 de Zaragoza de 6 de julio de 2017 , procedimiento abreviado 359/2016, en la que se razona, «por último, poner de manifiesto que la pericial de TINSA, aportada por la recurrente en el acto de la vista, no desvirtúa las conclusiones a las que hasta aquí se llega, debiendo ponerse de relieve que el perito concluye bajo el título "Cálculo del valor del suelo" que en el año 2015, el valor de repercusión del suelo m2, era de 12,33 m2, frente a los 96,68€, del año 2002. Dicha conclusión contradice, tanto el valor del suelo en el momento de la adquisición, claramente determinado de manera firme por la Sentencia del TS, expuesta más arriba, que lo fijaba en unos 9 € m2, (el perito lo fija en 96,68 m2€) y el precio de transmisión que se constata en la escritura de transmisión, que se fijaría, en una cifra alrededor de los 86 € m2, (tras dividir el precio total de venta, entre la superficie objeto de la venta) frente a los 12,33 €m2, que determina el perito, y dicha cuestión, con independencia del método de valoración que el perito utilice o cualquier otra cuestión que pueda plantearse en relación al método que debiera utilizarse, incurre en una diferencia "tan importante" con los valores objetivos reseñados, que, una de dos, o no resulta útil para aclarar la cuestión que aquí se analiza, o nos impide otorgarle una valoración capaz de contradecir lo que hasta aquí venimos exponiendo, y que con claridad ha expuesto el arquitecto municipal, en informe de 21 de junio de 2017, aportado concretamente por la demandada en el Acto de la Vista». 

Cabe añadir también, al igual que se expone en esa sentencia, que la mera contabilización de un concreto importe no constituye un valor técnico específico del suelo, y respecto a la contabilidad de gastos de PLAZA que también se acompaña con la demanda, resultan correctas las alegaciones realizadas por el Ayuntamiento en el sentido de que la información contable de la entidad incluye costes indebidos a los efectos que nos ocupan de determinación de un valor objetivo del suelo -como son los gastos financieros- y es una contabilidad integrada en su conjunto por importes que dependen de factores muy variables, como la calidad de la gestión -mejor o peor- del promotor que asume la urbanización de los terrenos y el proceso de venta y financiación de las parcelas. 

Por lo expuesto procede estimar el recurso de apelación y revocar la sentencia apelada, con desestimación de la demanda. 
III) OTROS DOCUMENTOS

En cuanto a proyectos normativos, podemos indicar lo siguiente.
Proyecto de Ley de Presupuestos Generales del Estado para el año 2018.
BOCG CD serie A núm. 20-1, de 5 de abril de 2018
Dentro de la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 2018 se recogen diferentes disposiciones de interés en materia de Hacienda local. 

El Título VI, Normas Tributarias, dedica el art. 70 al Impuesto sobre Actividades Económicas, modificando algunos epígrafes y notas.

El Título VII de la Ley de Presupuestos, que lleva por rúbrica De los Entes territoriales, dedica su Capítulo I a la financiación de las Entidades Locales. A estos efectos, se distinguen, dentro del referido Capítulo, diferentes Secciones, cuyo nombre da cumplida cuenta del contenido de las mismas. Dichas secciones son las siguientes: 

· Sección 1: Liquidación definitiva de la participación en tributos del Estado correspondiente al año 2016.

· Sección 2: Cesión a favor de los municipios (del artículo 111 del Texto Refundido de la Ley de Haciendas Locales) de la recaudación de impuestos estatales en el año 2018.

· Sección 3: Participación de los municipios en los tributos del Estado.

· Sección 4: Cesión a favor de las Provincias (y otras Entidades) de la recaudación de impuestos estatales.

· Sección 5: Participación de las Provincias (y otras Entidades) en los tributos del Estado.

· Sección 6: Regímenes Especiales (apartado sin interés para las entidades locales aragonesas al encontrarse referido, en exclusiva, al País Vasco, las Islas Canarias y Ceuta y Melilla).

· Sección 7: Compensaciones, Subvenciones y Ayudas.

· Sección 8: Normas instrumentales en relación con las disposiciones incluidas en este Capítulo.

Ya en sede de las Disposiciones adicionales, la Disposición adicional 51ª fija el interés legal del dinero para 2018 en el 3% y el de demora tributario en el 3,75%. 

Junto a lo anterior, la Disposición adicional 100ª fija los criterios para el cálculo del índice de evolución de los ingresos tributarios del Estado mencionado en el capítulo I, del título VII de acuerdo con lo previsto en el art. 121 TRLHL; la Disposición adicional 101ª fija criterios para el cálculo del índice de evolución de los ingresos tributarios del Estado para la liquidación de la participación de las entidades locales en tributos del Estado del año 2016. 
La Disposición adicional 136.ª prevé posibles incentivos a Administraciones Territoriales en función del cumplimiento de las reglas fiscales y los objetivos asignados.

La Disposición final décima octava promueve diversas modificaciones en la Ley de Catastro Inmobiliario. 

También hay una modificación de un precepto del TRLHL, mediante la Disposición final 19.ª (la DT 3.ª). Se trata de los beneficios fiscales en el IBI, relacionados con la entrada en vigor de nuevos valores catastrales. 
En nuestra región, no se han publicado en el tiempo correspondiente a este informe iniciativas que pueden tener interés para nuestro ámbito de estudio.

Damos asimismo cuenta en este apartado de los informes de fiscalización de órganos de control externo que pueden interesar a las entidades locales aragonesas y que pueden consultarse con facilidad en los sitios web de los respectivos órganos. En lo que se refiere al Tribunal de Cuentas del Reino no hay informes a destacar, habiendo examinado hasta el núm. 1274. 

En cuanto a informes de la Cámara de Cuentas de Aragón, enumeramos los siguientes.
·  Informe de Fiscalización de la Comarca de la Ribagorza. Ejercicio 2015
·  Informe de Fiscalización del Ayuntamiento de Caspe. Ejercicios 2013-2015.
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